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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio1 

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente  
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2020. 

Comparecen las señoras Hilda C. Sciera Márquez y Carmen 

Yeritza Rosado González, así como los señores Miguel Cintrón 

Aldarondo, José Luis Rivera Aquino, y Jaime Navedo Bonilla (en 

conjunto, apelantes) y nos solicitan que revoquemos la Sentencia 

emitida el 17 de septiembre de 2019, notificada el día siguiente, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI). Mediante 

el referido dictamen, el TPI declaró No Ha Lugar la demanda de 

interdicto preliminar y permanente incoada por los apelantes en 

contra de la compañía JI Site Developers, LLC (JISD o apelados). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada. 

I. 

Los hechos de este caso se remontan a una demanda de 

interdicto provisional y permanente presentada por los apelantes el 

                                                 
1 Mediante la Orden Administrativa TA 2020-004 se designa al Hon. Ángel R. 

Pagán Ocasio en sustitución del Hon. Miguel P. Cancio Bigas, quien se acogió al 

retiro el 31 de diciembre de 2019.   
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31 de mayo de 2019. Mediante la referida demanda, los apelantes 

sostuvieron que JISD estaba en proceso de construir una torre de 

telecomunicaciones colindante a sus residencias sin cumplir con lo 

requerido por ley. Alegaron que la Oficina de Gerencia de Permisos 

(OGPe) emitió dicho permiso de construcción mediando engaño e 

información falsa. 

El 17 de junio de 2019, el JISD presentó una Moción de 

desestimación y en oposición a la solicitud de interdicto preliminar y 

permanente, donde alegaron que el Tribunal carecía de jurisdicción. 

A esos fines, arguyeron que OGPe era la entidad que ostentaba 

jurisdicción sobre la solicitud de los apelantes para que se revocara 

el permiso de construcción concedido a JISD. Asimismo, el 26 de 

junio de 2019, la OGPe presentó una Moción en cumplimiento de 

orden, donde indicó que la demanda no presentaba alegaciones 

sobre fraude o engaño, según requerido. Por otro lado, el 1ro de julio 

de 2019, los apelantes presentaron su Oposición a moción de 

desestimación y en cumplimiento de orden, reiterando que, bajo la 

Ley 161-2009, conocida como la Ley para la Reforma del Proceso de 

Permisos de Puerto Rico, 23 LPRA sec. 9011 et seq., era el TPI quien 

ostentaba jurisdicción para revocar un permiso de construcción 

concedido. 

Mediante Resolución del 1ro de agosto de 2019, el TPI declaró 

no ha lugar la solicitud de desestimación presentada por JISD. En 

la misma, dispuso que el asunto a disponerse se limitaba a 

determinar si el permiso de construcción otorgado adolecía de 

vicios de nulidad por haber mediado fraude, engaño e 

información incorrecta o falsa. A tenor con ello, el TPI señaló la 

celebración de una vista evidenciaria. La misma fue celebrada el 27 

de agosto de 2019, durante la cual las partes estipularon varios 

documentos y se presentó el testimonio de la Sra. Hilda C. Sciera 

Márquez.  
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Luego de terminada la vista, el TPI brindó a las partes la 

oportunidad de presentar memorandos de derecho. Por su parte, 

JISD argumentó que habían notificado adecuadamente a los 

residentes, y que los apelantes no demostraron en la vista 

evidenciaria que hubiese fraude, dolo, engaño, extorsión, soborno o 

la comisión de un delito en el proceso del otorgamiento del permiso. 

Por otro lado, los apelantes argumentaron que el permiso otorgado 

era nulo por falta de notificación a los residentes colindantes y 

demás facilidades de telecomunicaciones en el área. 

Posteriormente, el TPI emitió la Sentencia apelada en la cual 

declaró No Ha Lugar la demanda incoada por los apelantes. El TPI 

reiteró que sólo atendería las controversias surgidas de la 

solicitud de permiso de construcción presentada por JISD, 

donde se alegaba que medió información falsa o incorrecta. Hizo 

énfasis en el hecho de que la misma Ley 161-2009, supra, establece 

que una parte afectada por la concesión de un permiso de OGPe 

tiene la alternativa de presentar un recurso de revisión ante el 

Tribunal de Apelaciones. Añadió que:  

[…] las controversias sobre cómo se debe establecer el rótulo 
que informa sobre la construcción, la notificación adecuada 
y el asunto sobre si las facilidades de telecomunicaciones que 
existen en el área se debieron informar o no, son cuestiones 
que se debieron atender en el proceso administrativo y luego, 
de haber sido necesario, ante el Tribunal de Apelaciones.2 

 

El TPI entonces procedió a resolver si la solicitud de 

construcción había sido presentada con información falsa o 

incorrecta. Determinó que los apelantes no habían demostrado que 

ello haya sucedido, pues se basaron en meras alegaciones de 

personas legas que no tenían conocimiento técnico para derrotar la 

presunción de corrección que acompañaba la determinación de 

OGPe. Señaló que esta había emitido una determinación basándose 

                                                 
2 Apéndice del recurso, a la pág. 22.  
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en la información provista, la cual entendió suficiente para emitir el 

permiso solicitado.  

Los apelantes presentaron una Solicitud de reconsideración de 

sentencia y de determinaciones de hechos y de derechos adicionales, 

la cual fue declarada No Ha Lugar mediante Resolución del 2 de 

octubre de 2019. No conforme, los apelantes acuden ante este 

Tribunal de Apelaciones y nos plantean los siguientes señalamientos 

de error:  

PRIMER ERROR: El TPI erró en no reconocer y no evaluar 
evidencia estipulada sobre los requisitos de notificación a los 
colindantes según estipula la Ley 89 del 6 de junio del 2000, 
conocida como la Ley sobre la Construcción, Instalación y 
Ubicación de Torres de Telecomunicaciones de Puerto Rico, 
según enmendada, que de no cumplir con ellos hacen el 
permiso nulo de su faz.  

SEGUNDO ERROR: El Permiso también es nulo porque se 
evaluó y adjudicó como un asunto cuasi-automático de 
carácter ministerial; la Oficina de Gerencia de Permisos en 
adelante la (“OGPE”) no tenía la facultad para aprobar la 
Solicitud de Permiso de Construcción como asunto de 
carácter ministerial, y menos aun cuando se violan las 
disposiciones del reglamento aplicable a estos asuntos. Las 
violaciones a las disposiciones reglamentarias convierten el 
permiso en uno nulo de su faz.  

El 20 de noviembre de 2019, los apelados presentaron su 

Alegato en Oposición […]. Con el beneficio de los escritos de las 

partes y el expediente ante nos, estamos en posición de resolver.  

II. 

La Ley 161-2009, supra, fue aprobada para establecer el 

marco legal y administrativo que regiría la solicitud, evaluación, 

concesión y denegación de permisos de uso y de construcción y 

desarrollo de terrenos por parte del Gobierno de Puerto Rico. Horizon 

Media Corp. v. Junta Revisora, 191 DPR 228 (2014). Mediante la 

misma se creó la OGPe como entidad encargada de supervisar y 

llevar a cabo los procedimientos mencionados.  

El Artículo 9.10 de la Ley 161-2009, 23 LPRA sec. 9019i, 

establece una presunción de corrección y legalidad de las 

determinaciones finales y de los permisos expedidos por la OGPe. 
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Así pues, la revocación de un permiso expedido por la OGPe 

procederá solamente cuando haya mediado fraude, dolo, engaño, 

extorsión, soborno o la comisión de algún otro delito en su 

determinación final, o en la denegatoria o concesión del permiso. 

También será revocado en aquellos casos donde la estructura 

autorizada represente un riesgo a la salud o la seguridad, o a 

condiciones ambientales o arqueológicas.  

En cuanto a la finalidad de un permiso otorgado, referido 

Artículo señala que:  

[…] una determinación final se considerará final y firme, o 
un permiso, y no podrá ser impugnado una vez el solicitante 
haya cumplido con todos los requisitos establecidos en la 
notificación de determinación final y haya transcurrido el 
término de veinte (20) días sin que una parte adversamente 
afectada por la notificación haya presentado un recurso de 
revisión o un proceso de revisión administrativa, así 
como haya transcurrido el término de treinta (30) días para 
solicitar revisión judicial. Íd., (énfasis suplido). 

Tomando en consideración lo anterior, el Artículo 13.1(a) de 

la Ley 161-2009, 23 LPRA sec. 9023(a), también dispone que:  

[c]ualquier parte adversamente afectada por una resolución 
de la Oficina de Gerencia de Permisos tendrá treinta (30) 
días naturales para presentar su recurso de revisión de 
decisión administrativa ante el Tribunal de Apelaciones. El 
término aquí dispuesto es de carácter jurisdiccional. Si el 
Tribunal de Apelaciones así lo solicita, la Oficina de 
Gerencia de Permisos elevará al Tribunal de Apelaciones los 
autos del caso, dentro de los diez (10) días naturales 
siguientes a la presentación del recurso. (Énfasis suplido). 

 

 Por otro lado, la Ley 161-2009 también establece unas 

situaciones específicas donde se podrá solicitar la revocación de 

permisos, paralización de obras o usos no autorizados, y la 

demolición de obras, mediante la presentación de un recurso 

extraordinario. Específicamente, su Artículo 14.1 dispone que:  

[l]a Junta de Planificación, así como cualquier entidad 
gubernamental concernida, Municipio Autónomo con 
Jerarquía de la I a la V o cualquier otra dependencia o 
instrumentalidad del Gobierno de Puerto Rico en 
representación del interés público o una persona privada, 
natural o jurídica, que tenga un interés propietario o 
personal que podría verse adversamente afectado, podrá 
presentar una acción de injunction, mandamus, sentencia 
declaratoria, o cualquier otra acción adecuada para 
solicitar: (1) la revocación de un permiso otorgado, cuya 
solicitud se haya hecho utilizando información 
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incorrecta o falsa; (2) la paralización de una obra iniciada 
sin contar con las autorizaciones y permisos 
correspondientes, o incumpliendo con las disposiciones y 
condiciones del permiso otorgado; (3) la paralización de un 
uso no autorizado; (4) la demolición de obras construidas, 
que al momento de la presentación del recurso y al 
momento de adjudicar el mismo no cuenten con permiso de 
construcción, ya sea porque nunca se obtuvo o porque el 
mismo ha sido revocado.  […] 23 LPRA sec. 9024 (énfasis 
suplido). 

III. 

En el caso que nos ocupa, los apelantes alegan que el TPI 

incidió al declarar sin lugar la demanda de interdicto provisional y 

permanente. Al así proceder, presentan dos señalamientos de error, 

los cuales procederemos a discutir conjuntamente.  

Como primer señalamiento de error, los apelantes alegan que 

el TPI erró al no evaluar la evidencia estipulada por las partes 

referente a los requisitos de notificación a colindantes, según 

requerido por la Ley Núm. 89, supra. Alegan que no se cumplió con 

los requisitos de notificación, lo cual conlleva la nulidad del permiso 

otorgado. Por su parte, los apelados sostienen que del expediente 

administrativo surge que JISD presentó ante la OGPe el listado 

obtenido del Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales de 

Puerto Rico (CRIM) sobre los colindantes dentro del radio requerido, 

los cuales fueron notificados adecuadamente. Además, señalan que 

cumplieron con el método alterno de notificación mediante la 

publicación de un edicto.  

Como segundo señalamiento de error, los apelantes plantean 

que el permiso es nulo porque el mismo fue evaluado y adjudicado 

de manera cuasiautomática, como un asunto de carácter 

ministerial, en violación del reglamento aplicable. Sin embargo, la 

discusión de los apelantes sobre dicho error se limita a argumentar 

nuevamente la falta de debida notificación de la solicitud del 

permiso de construcción. Por su parte, los apelados sostienen que 

OGPe atendió la solicitud de permiso de construcción mediante un 

proceso ministerial, según dispuesto por el Reglamento Conjunto. 
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Alegan que el proceso involucró únicamente el uso de estándares 

fijos o medidas objetivas, las cuales no conllevaban un juicio 

subjetivo para la determinación emitida.  

Según indicamos anteriormente, la Ley 161-2009, supra, 

establece que toda parte adversamente afectada por la concesión de 

un permiso tiene la alternativa de presentar un recurso de revisión 

ante este foro apelativo. La referida ley también provee para que se 

permita la presentación de un recurso extraordinario, tal como un 

interdicto, ante el TPI para solicitar la revocación de un permiso. 

Ello sólo se permitirá en limitadas circunstancias, tales como 

cuando se alegue que la solicitud de permiso se hizo utilizando 

información incorrecta o falsa. Al examinar la Sentencia apelada, el 

TPI indicó claramente que la controversia se limitaba a determinar 

si la solicitud de permiso de construcción tenía información falsa o 

incorrecta. Al examinar la prueba ofrecida durante la vista 

evidenciaria, y ejerciendo su discreción, el TPI determinó que ello no 

quedó demostrado por los apelantes. 

Tomando en consideración lo anterior, nos parece correcta la 

determinación del foro apelado en cuanto a que las demás 

alegaciones hechas por los apelantes no debían ser ventiladas ante 

dicho foro, sino dentro del proceso administrativo mediante el cual 

se concedió el permiso de construcción solicitado. Los errores 

planteados por los apelantes versan principalmente sobre defectos 

en el proceso de notificación del permiso solicitado. Dicha 

controversia era una que debió plantearse mediante el 

correspondiente recurso de revisión judicial ante este foro, y no 

mediante una demanda de interdicto preliminar y permanente ante 

el TPI.  

Por todo lo anterior, concluimos que el TPI actuó 

correctamente al declarar No Ha Lugar la demanda presentada por 

los apelantes. No hallamos indicios de pasión, prejuicio, parcialidad 
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o error manifiesto en las referidas determinaciones de hechos, ni en 

la apreciación de la prueba que nos provoquen tal insatisfacción o 

intranquilidad que perturbe nuestro sentido básico de justicia.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


